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Doctora: 
DIANA ESMERALDA GALEANO NAVARRO 
Juez Segunda Administrativa Oral del Circuito Judicial de Girardot. 
E.S.D. 
 
 
   Referencia:   
 

Medio de Control: Reparación Directa.  
                        Radicado No:  25307-33-40-002-2016-00144-00 
  Demandante:   Clara Stella Cruz Díaz y otro. 

Demandado:  E.S.E. Hospital Universitario de La Samaritana y otros. 
 
Actuación:  Contestación de la demanda. 

 
 
LUIS FELIPE ARAQUE BARAJAS, identificado con la cédula de ciudadanía No. 7.184.032 de Tunja y 
portador de la tarjeta profesional No. 169.333 del C.S. de la J., en mi condición de apoderado judicial de la 
entidad accionada E.S.E. Hospital Universitario de La Samaritana, conforme al poder debidamente 
conferido el cual me permito adjuntar, estando dentro del término dispuesto por los artículos 172 del 
C.P.A.CA1., y 612 del C.G.P2., procedo a dar contestación a la demanda de la referencia en los siguientes 
términos: 

 
1.- A LOS HECHOS DE LA DEMANDA. 

 
Primero: Es parcialmente cierto, en lo que respecta a la edad de la demandante, la señora Clara Stella Cruz 
Díaz tal como se observa en las documentales allegadas al expediente referente a su registro civil de 
nacimiento. 
 
No obstante, en lo que tiene que ver con el hecho de que la misma laborara en la asociación “abriendo 
caminos” en calidad de madre comunitaria, es un hecho que no nos consta razón por la cual nos atenemos 
a lo que se pruebe dentro del presente proceso. 
 
Segundo: Es parcialmente cierto. En efecto las documentales arrimadas al plenario dentro de la presente 
demanda, refieren que la señora KAREN LORENA PARRA CRUZ, además de tener la edad mencionada, 
acredita parentesco con la demandante. 
 
No obstante, no nos constan los estudios ni mucho menos la dependencia que existe de su hija frente a su 

 
1Artículo 172. Traslado de la demanda. De la demanda se correrá traslado al demandado, al Ministerio Público y a los sujetos 

que, según la demanda o las actuaciones acusadas, tengan interés directo en el resultado del proceso, por el término de treinta 

(30) días, plazo que comenzará a correr de conformidad con lo previsto en los artículos 199 y 200 de este Código y dentro del cual 

deberán contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de 

reconvención. 
2Artículo 612. Modifíquese el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: Notificación personal del auto admisorio 

y del mandamiento de pago a entidades públicas, al Ministerio Público, a personas privadas que ejerzan funciones públicas y a 

particulares que deban estar inscritos en el registro mercantil. El auto admisorio de la demanda y el mandamiento de pago contra 

las entidades públicas y las personas privadas que ejerzan funciones propias del Estado se deben notificar personalmente a sus 

representantes legales o a quienes estos hayan delegado la facultad de recibir notificaciones, o directamente a las personas natu-

rales, según el caso, y al Ministerio Público, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales a que 

se refiere el artículo 197 de este código. 

(…) 

En este evento, las copias de la demanda y de sus anexos quedarán en la secretaría a disposición del notificado y el traslado o los 

términos que conceda el auto notificado, sólo comenzarán a correr al vencimiento del término común de veinticinco (25) días 

después de surtida la última notificación. Deberá remitirse de manera inmediata y a través del servicio postal autorizado, copia de 

la demanda, de sus anexos y del auto admisorio, sin perjuicio de las copias que deban quedar en el expediente a su disposición de 

conformidad con lo establecido en este inciso. 
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progenitora, máxime cuando la primera se trata de una persona que desde hace varios años ha superado la 
mayoría de edad, lo cual conlleva a que dicha dependencia deba acreditarse más allá de una simple 
manifestación y/o suposición.  
 
Tercero: Nos atenemos a lo que se pruebe dentro del presente proceso. 
 
Cuarto: Es parcialmente cierto, pues la paciente no acudió al citado control. 
 
Quinto: No nos consta, razón por la cual nos atenemos a lo que se pruebe dentro del proceso en su debida 
oportunidad procesal. 
 
No obstante, lo anterior, es importante recalcar que a la paciente en la E.S.E. Hospital Universitario de La 
Samaritana - Girardot, se le hicieron un total de 5 lavados quirúrgicos y es casi imposible que haya quedado 
todo el material descrito en este hecho. 
  
A folio 48 descripción quirúrgica del 17 de enero de 2014, se describe abundante material contaminante 
y lavado con 10 litros de solución salina normal. 
 
En la siguiente cirugía a folio 49 del 20 de enero de 2014, se describe lavado con 4 litros con desbridamiento. 
curetaje y secuestrectomía, que consiste en lavar y limpiar exhaustivamente quitando todo el material 
desvitalizado, raspando las superficies y quitando todo material que pueda causar contaminación. Es 
de aclarar que a pesar de los múltiples lavados en la medida en que el organismo va reaccionando a la 
infección y a la inflamación se puede continuar generando tejidos desvitalizados, por lo cual siempre está 
indicado en estos casos realizar múltiples lavados. 
   
El tercer lavado fue el 23 de enero (fl. 51) l con 3,5 litros, se encuentra pus. 
 
En la siguiente del 26 de enero de 2014 (fl. 52) lavado con 3000 c.c., se resalta en esta descripción que 
el líquido queda claro, es decir, no se detectaba en este ningún tipo de elemento como los que se 
describen el hecho. 
 
El 31 de enero nuevamente desbridamiento, retiro de tejidos no viables. 
 
Sexto: Por tratarse de dos manifestaciones dentro del mismo hecho, es procedente mencionar y aclarar los 
siguientes aspectos: 
 

• Referente al “procedimiento realizado en la Clínica Partenón”: Nos atenemos a lo que se pruebe 
dentro del presente proceso. 
 

• Referente a la presunta “infección que adquirió en razón a la intervención practicada en el 
Hospital Universitario de Girardot” la paciente: No es cierto, toda vez que se trata de meras 
conjeturas y manifestaciones de la parte actora, quien sin suficientes respaldos técnicos, ni científi-
cos, no tiene como establecer la existencia de un nexo causal entre la presunta infección y los pro-
cedimientos practicados dentro del centro hospitalario que represento, máxime cuando este último 
agotó todos y cada uno de los protocolos medicamente aceptados para el tipo de intervención prac-
ticada. 

 
Séptimo: Nos atenemos a lo que se pruebe dentro del presente proceso. 
 
No obstante, lo anterior, es importante recalcar que a la paciente en la E.S.E. Hospital Universitario de La 
Samaritana – Girardot, el 20 de enero y del 23 de enero también se identificó la batería ENTEROBACTER 
CLOACAE, la cual era secundaria a la misma contaminación en el momento de fracturarse, pero en los 
controles de cultivos del 28 de enero (fl. 117), posterior a los tratamientos antibióticos ya no estaba la 
bacteria, ya se había erradicado y es por eso que se procedió a poner el material de osteosíntesis (fl. 40).  
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Por lo antes razonado, no se puede predicar una falla del servicio médico imputable a la E.S.E. Hospital 
Universitario de La Samaritana. 
 

2.- A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA. 
 

Nos oponemos categóricamente a la prosperidad de todas y cada una de las súplicas procesales elevadas 
en contra de mi representada, la E.S.E. Hospital Universitario de La Samaritana, toda vez que la entidad 
pública que represento en ningún momento determinó ni dio lugar siquiera a la supuesta trasgresión 
y/o afectación a los derechos jurídicos que según la demanda, se dice fueron vulnerados, bien sea 
por acción u omisión, en la producción del daño que se discute por la parte actora.  
 
De forma puntual, dichas pretensiones no tienen vocación de prosperidad en razón a lo siguiente: 
 
2.1.- Inexistencia de una falla en el servicio médico imputable a la E.S.E. Hospital Universitario de La 
Samaritana. 
 
El artículo 90 de la Constitución Política prevé: 

 
“Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.  
 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que 
haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél 
deberá repetir contra éste.”   

 
Así establecido, la responsabilidad del Estado ha sido elevada a rango constitucional con el fin de brindar 
protección a los derechos de los administrados, y conforme señala la norma, esta responsabilidad 
extracontractual tiene como fundamento la determinación de un daño antijurídico y la imputación del mismo 
a la administración pública tanto por la acción como por la omisión3.  
 
Sobre el particular, en consideración a las variadas hipótesis y formas en que tiene ocurrencia los daños, 
teorías y regímenes para resolver las controversias que se plantean, el Consejo de Estado en la Sección 
Tercera mediante sentencia del 16 de junio de 2016, Exp. No. 850012331000200500630-01 (37.387), M.P. 
Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera, refirió:  
 

“Esta Sala, en sentencia de 19 de abril de 2012, unificó su posición en el sentido de indicar que, 
en lo que se refiere al derecho de daños, el modelo de responsabilidad estatal que adoptó 
la Constitución de 1.991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos 
del juez definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una motivación que consulte 
las razones tanto fácticas como jurídicas que den sustento a la decisión que habrá de 
adoptar. Por ello, la jurisdicción de lo contencioso administrativo ha dado cabida a la utilización 
de diversos títulos de imputación, para la solución de los casos propuestos a su consideración, sin 
que esa circunstancia pueda entenderse como la existencia de un mandato que imponga la 
obligación al juez de utilizar frente a determinadas situaciones fácticas –a manera de recetario- un 
específico título de imputación. Por ello se concluyó en la mencionada sentencia de la siguiente 
forma:  

 
3 Consejo de Estado, Sentencia de 26 de marzo de 2014, Exp. No. 25000-23-26-000-2002-00815-01(29460), C.P. Dra. Olga Mélida 

Valle de De La Hoz “A partir de la expedición de la Constitución de 1991, la responsabilidad del Estado se define de acuerdo con 

lo dispuesto en el artículo 90 en virtud del cual, el Estado será patrimonialmente responsable por los daños antijurídicos causados 

por la acción u omisión imputable a sus agentes. En efecto, dos son los postulados que fundamentan dicha responsabilidad: i) El 

daño antijurídico, y ii) la imputación del mismo a la administración, “sin que sea posible predicar la existencia y necesidad y/o 

valoración y análisis de otro tipo de componentes a efectos de configurar la responsabilidad”. Al respecto, la Corte Constitucional 

ha dicho que “la fuente de la responsabilidad patrimonial del Estado es un daño que debe ser antijurídico, no porque la conducta 

del autor sea contraria al derecho, sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio, razón por 

la cual se reputa indemnizable”. 
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“En consecuencia, el uso de tales títulos por parte del juez debe hallarse en consonancia con 
la realidad probatoria que se le ponga de presente en cada evento, de manera que la 
solución obtenida consulte realmente los principios constitucionales que rigen la materia 
de la responsabilidad extracontractual del Estado...” (Negrilla fuera de texto). 

 
Es así como el sistema de responsabilidad patrimonial del Estado Colombiano, tradicionalmente ha 
consultado un régimen subjetivo de falla en el servicio médico, evento en el cual, además de la demostración 
de la existencia de un daño, se exige para su imputación que ese menoscabo haya sido causado por acción 
u omisión predicable de las entidades prestadoras del servicio de salud y que dicha conducta resulte anómala 
o desconocedora del ordenamiento jurídico. 
 
A su vez, el Tribunal de Cierre de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, precisó: 
 

“En lo que se refiere a las demandas de responsabilidad derivada del servicio médico, la 
Sección actualmente considera que, en los casos en los cuales el actor cuestione la 
pertinencia o idoneidad de los procedimientos médicos efectuados, a su cargo estará la 
prueba de dichas falencias (…) 
 
(…) 
 
Con fundamento en todo lo anterior, se impone establecer si en el sub lite concurren o no los 
elementos necesarios para declarar la responsabilidad patrimonial del Estado, con 
fundamento en la configuración de una falla en el servicio.  
 
Así, pues, la Sala procede a estudiar si se encuentra acreditado el daño antijurídico expuesto en 
la demanda y si el mismo resulta imputable a la demandada, así sea de manera indiciaria4” 
(Resaltado adicional). 

 
Planteada de esta forma la controversia, el asunto del epígrafe debe ser decidido con fundamento en el 
régimen subjetivo por falla probada del servicio, conforme al cual la parte que litiga tiene la carga de acre-
ditar que la administración incumplió una obligación a su cargo o lo hizo de manera defectuosa, en 
tanto que la entidad para exonerarse de responsabilidad deberá demostrar que cumplió diligente-
mente la obligación, medio liberatorio de responsabilidad que para el caso de autos se configura en 
favor de la E.S.E Hospital Universitario de La Samaritana, conforme a renglón seguido pasa a expo-
nerse.   
 
2.1.1. De la adecuada y oportuna prestación del servicio de salud. 
 
Se trata de una paciente adulta, con diagnóstico de fractura abierta grado IIIA, que de entrada por el diag-
nóstico ya tiene un riesgo de infección cercano al 20%. En quien se tomaron todas las medidas tendientes a 
mitigar dicho riesgo, como fueron, antibiótico terapia temprana, lavado y desbridamiento quirúrgico, estabili-
zación de la fractura, lavados repetitivos y manejo definitivo de la fractura cuando el estado clínico lo permitió. 
 
La causa de la infección y posteriores secuelas presentadas en hueso, no fue el manejo médico, ni la aten-
ción dada, sino la fractura en sí misma. ya que la fractura abierta por si misma al exponerse el hueso al 
exterior ya está contaminada con material externo y por el contrario la descripción de la cirugía habla de que 
estaba muy contaminada. 
 
Se considera que se tomaron todas las medidas descritas por la literatura, para mitigar la infección, como 
fueron el lavado, el antibiótico, los lavados posteriores, la fijación del foco de fractura con el tutor, es decir, 
se agotó la obligación de medios por parte de mi representada. 

 
4 Consejo de Estado – Sección Tercera, Sentencia de 16 de junio de 2016, Exp. No. 850012331000200500630-01 (37.387), M.P. 

Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera. 
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Se reitera que a la paciente en la E.S.E. Hospital Universitario de La Samaritana - Girardot, se le hicieron un 
total de 5 lavados quirúrgicos y es casi imposible que haya quedado todo el material descrito en este hecho. 
  
A folio 48 descripción quirúrgica del 17 de enero de 2014, se describe abundante material contaminante 
y lavado con 10 litros de solución salina normal. 
 
En la siguiente cirugía a folio 49 del 20 de enero de 2014, se describe lavado con 4 litros con desbridamiento. 
curetaje y secuestrectomía, que consiste en lavar y limpiar exhaustivamente quitando todo el material 
desvitalizado, raspando las superficies y quitando todo material que pueda causar contaminación. Es 
de aclarar que a pesar de los múltiples lavados en la medida en que el organismo va reaccionando a la 
infección y a la inflamación se puede continuar generando tejidos desvitalizados, por lo cual siempre está 
indicado en estos casos realizar múltiples lavados. 
   
El tercer lavado fue el 23 de enero (fl. 51) l con 3,5 litros, se encuentra pus. 
 
En la siguiente del 26 de enero de 2014 (fl. 52) lavado con 3000 c.c., se resalta en esta descripción que 
el líquido queda claro, es decir, no se detectaba en este ningún tipo de elemento como los que se 
describen el hecho. 
 
El 31 de enero nuevamente desbridamiento, retiro de tejidos no viables. 
 
Asimismo, es importante recalcar que a la paciente en la E.S.E. Hospital Universitario de La Samaritana – 
Girardot, el 20 de enero y del 23 de enero también se identificó la batería ENTEROBACTER CLOACAE, la 
cual era secundaria a la misma contaminación en el momento de fracturarse, pero en los controles de 
cultivos del 28 de enero (fl. 117), posterior a los tratamientos antibióticos ya no estaba la bacteria, ya 
se había erradicado y es por eso que se procedió a poner el material de osteosíntesis (fl. 40).  
 
A continuación, me permito relacionar algunos apartes de la literatura médica y el tratamiento brindado a la 
paciente: 
 

“1. El porcentaje de infección en las fracturas abierta varía desde el 1 hasta el 16% según la litera-
tura médica. 
 
Hay estudios que reportan incluso porcentajes mayores al 20% de infecciones aun cuando se 
tomen las medidas quirúrgicas y medicas adecuadas (J Orthop.2015 feb 21;12(suppl 1) S7-S13)”. 

 
En la fractura abierta el hueso queda expuesto al medio ambiente y generalmente se contamina por este, es 
por ello previsible que pueda haber infecciones y es por ello que los principales tratamientos estén 
encaminados a mitigar la infección con lavados exhaustivos y antibióticos tal como en efecto lo hizo mi 
prohijada. 

 
“2. El tratamiento antibiótico de las fracturas abiertas ha permitido reducir la tasa de infección pos-
quirúrgica y se considera el estándar de tratamiento en la actualidad. 

 
Es con el tratamiento expuesto con antibióticos como se logran disminuir las infecciones y como se puede 
ver estos se colocaron desde el ingreso (ver folio 95 de ordenes médicas) se inició cafazolina y amikacina. 
   
Se ha establecido que las fracturas abiertas deben desbridarse antes de 6 horas y parece lógico que cuanto 
antes se elimine la carga bacteriana y menos tiempo tengan los microbios para colonizar áreas vecinas 
menor será la tasa de infección. 
 
Al respecto se debe precisar que la paciente ingresó a las 11:37 a.m. (fl. 14) y la primera cirugía de limpieza 
inició a las 16:30 (fl. 48). 
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En muchas ocasiones el desbridamiento inicial no consigue su objetivo de eliminar todos los tejidos no viables 
y son necesarios desbridamientos sucesivos. El objetivo final es obtener una extremidad en el que todos los 
tejidos estén correctamente vascularizados. 
 
Al respecto, se indica nuevamente que a la paciente se le realizaron un total de 5 lavados incluyendo la 
última cirugía donde se colocó el material de osteosíntesis (clavos, tornillos, platinas para fijar la fractura), 
hasta tenerla totalmente limpia.  
 

“La estabilización de las fracturas abiertas es básica y debe realizarse como tratamiento inicial con 
el desbridamiento. La estabilización de la fractura limita el movimiento en el foco, disminuye el riesgo 
de diseminación de las bacterias (Revista española de cirugía ortopédica y traumatológica. 
2010;54(6):399–41)” 

 
Estabilizar la fractura es fijarla provisionalmente para que no tenga movilidad con un material metálico 
llamado tutor, para después fijarla definitivamente con el material de osteosíntesis, lo cual disminuye también 
el riesgo de progresión de las bacterias, esto también se realizó y se evidencia en la descripción quirúrgica 
de la primera cirugía donde aparte de realizar limpieza colocan tutor externo tal como aparece a folio 48. 
 

“Cuando el antibiótico se administra en las 3 horas que sigue a la lesión se logra reducir el riesgo de 
infección hasta en un 59 %. evidencia (IA)” 

 
Según lo registrado en el folio 165, el antibiótico fue colocado a la 1:30 p.m., hay que recordar que la paciente 
ingresó a las 11:37 y llevaba 1 hora del accidente, es decir, esta indicación también fue debídamente cumplida 
por mi prohijada.  
  

“(CENETEC) Diagnóstico y tratamiento de fracturas de la diáfisis de la tibia, Mexico; secretaría 
de salud 2009. (adoptada por el HUS)” 

 
Por lo antes razonado no se puede predicar una falla del servicio médico imputable a la E.S.E. Hospital 
Universitario de La Samaritana. 
 
2.1.2.- De la deficiencia probatoria observada en el sub examine. 
 
Las cargas procesales, vistas desde la óptica de la autorresponsabilidad probatoria5, son aquellas 
situaciones instituidas por la ley que comportan o demanda una conducta de realización facultativa, 
normalmente establecida en beneficio del mismo sujeto y cuya omisión trae aparejada para este, 
consecuencias desfavorables como la preclusión de una oportunidad o la pérdida del derecho sustancial 
debatido en el proceso6. 

 
5Consejo de Estado, Sentencia de 28 de abril de 2010, Exp. No. 68001-23-15-000-1997-00023-00(17995), C.P. Dr. Mauricio 

Fajardo Gómez “(…) La carga de la prueba es “una noción procesal que consiste en una regla de juicio, que le indica a las 

partes la autorresponsabilidad que tienen para que los hechos que sirven de sustento a las normas jurídicas cuya 

aplicación reclaman aparezcan demostrados y que, además, le indica al juez cómo debe fallar cuando no aparezcan probados 

tales hechos”. Así pues, la carga de la prueba expresa las ideas de libertad, de autorresponsabilidad, de diligencia y de cuidado 

sumo en la ejecución de una determinada conducta procesal a cargo de cualquiera de las partes. En ese orden de ideas, el contenido 

material que comporta la carga de la prueba está determinado por la posibilidad que tienen las partes de obrar libremente para 

conseguir el resultado jurídico (constitutivo, declarativo o de condena) esperado de un proceso, aparte de indicarle al juez cómo 

debe fallar frente a la ausencia de pruebas que le confieran certeza respecto de los asuntos sometidos a su conocimiento (…)” 

(Negrilla de interés). 
6 PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de derecho probatorio. Bogotá: Librería Ediciones del Profesional. 2007., pág. 249. “(…) Para 

saber con claridad qué debe entenderse por carga de la prueba, es indispensable distinguir los dos aspectos de la noción: 1°) por una 

parte, es una regla para el juzgador o regla del juicio, porque le indica cómo debe fallar cuando no encuentre la prueba de los hechos 

sobre los cuales debe basar su decisión, permitiéndole hacerlo en el fondo y evitándole el proferir un non liquet, esto es, una sentencia 

inhibitoria por falta de pruebas, de suerte que viene a ser un sucedáneo de la prueba de tales hechos; 2°) por otro aspecto, es una regla 

de conducta para las partes, porque indirectamente les señala cuáles son los hechos que a cada una le interesa probar (a falta de prueba 

aducida oficiosamente o por la parte contraria; cfr., núms. 43 y 126, punto c), para que sean considerados como ciertos por el juez y sirvan 

de fundamento a sus pretensiones o excepciones.” DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Teoría general de la prueba judicial. Bogotá: 

Editorial Temis. 2002., pág. 405. De lo anterior, este último autor afirma: “De las anteriores consideraciones, deducimos la 

siguiente definición: carga de la prueba es una noción procesal que contiene una regla de juicio, por medio de la cual se le indica 
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Al respecto, el Consejo de Estado indicó: 
 

“(…) 
 
La noción de carga ha sido definida como “una especie menor del deber consistente en la 
necesidad de observar una cierta diligencia para la satisfacción de un interés individual escogido 
dentro de los varios que excitaban al sujeto”. La carga, entonces, a diferencia de la obligación, no 
impone al deudor la necesidad de cumplir incluso pudiendo ser compelido a ello coercitivamente  con 
la prestación respecto de la cual se ha comprometido con el acreedor, sino que simplemente faculta la 
aludida carga , a aquél en quien recae, para realizar una conducta como consecuencia de cuyo 
despliegue puede obtener una ventaja o un resultado favorable, mientras que si no la lleva a cabo, asume 
la responsabilidad de aceptar las consecuencias desventajosas, desfavorables o nocivas que tal omisión 
le acarree”.  
 
(…) 
 
Trayendo este concepto al ámbito del proceso y de la actividad probatoria dentro del mismo, la 
noción de carga se traduce en que a pesar de que la igualdad de oportunidades que, en materia 
de pruebas, gobierna las relaciones entre las partes procesales, dicho punto de partida no obsta 
para que corra por cuenta de cada una de ellas la responsabilidad de allegar o procurar la 
aportación, al expediente, de la prueba de ciertos hechos, bien sea porque los invoca en su 
favor, bien en atención a que de ellos se deduce lo que pide o a lo que se opone, ora teniendo en 
cuenta que el hecho opuesto está exento de prueba verbigracia, por venir presumido por la ley o 
por gozar de notoriedad o por tratarse de una proposición (afirmación o negación) indefinida .  
 
(…)”7 

 
Es así como revisado de forma panorámica las diligencias es apenas evidente que la parte que litiga no 
probó el supuesto de hecho que alega, en la medida que esta no acopió la prueba eficaz, pertinente, 
idónea y conducente del daño que reprocha y su nexo8 con el actuar o no de la E.S.E. Hospital Uni-
versitario de La Samaritana, limitando únicamente su actividad procesal en aportar una serie de documen-
tos que pese a tener cierto asocio con los hechos que pone de presente, no demuestra de manera alguna, 
valga en ello enfatizarse, que la afectación al estado de salud de la señora Clara Stella Cruz Díaz se hubiera 
ocasionado por una falla en el servicio de salud prestado por el Hospital de La Samaritana. 
 
También, en Sentencia de 28 de abril de 2010, el Tribunal de cierre de la Jurisdicción Contencioso Adminis-
trativa, señaló: 
 

“Es claro, según el mandato del artículo 177 del C. P. C., que la carga probatoria de los supuestos 
de hecho está radicada en cabeza de la parte que pretende derivar de ellos determinadas 
consecuencias jurídicas, lo cual implica que, con fundamento en el deber de lealtad procesal que 
debe inspirar las distintas actuaciones procesales de las partes, éstas, tanto en la demanda como 

 
al juez cómo debe fallar cuando no encuentre en el proceso pruebas que le que le den certeza sobre los hechos que deben 

fundamentar su decisión, e indirectamente establece a cuál de las partes le interesa la prueba de tales hechos, para evitarse las 

consecuencias desfavorables.(…)” pág. 406. 
7 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sentencia de 11 de diciembre de  2007, Exp. No. 

110010315000200601308 00. 
8Consejo de Estado, Sentencia de 17 de junio de 2004, Exp. No. 1996-0825-01 (15183). C.P., Dra. María Elena Giraldo. “(…) 

Para que surja el deber de indemnizar con fundamento en el régimen de responsabilidad patrimonial previsto en el artículo 90 

constitucional, bajo el título de falla, no es suficiente que el demandante haya sufrido un daño cierto, determinado o determinable 

y antijurídico y que contra quien se dirige la imputación haya incurrido en alguna conducta de irregularidad constitutiva de falla 

de aquellas alegadas por el actor, porque es necesario además que se demuestre que el daño se produjo como consecuencia de la 

falla de la Administración, nexo causal que para efectos de esta declaratoria no debe ser visto desde el punto de vista de la causa-

lidad física perteneciente al mundo de los fenómenos naturales, sino desde el punto de vista jurídico, entendido como el estudio de 

la eficiencia de la conducta estatal en la causación de un daño desde el deber ser que prevé la norma para el Estado en relación 

con el administrado (…)” 
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en su contestación, expondrán los hechos en los cuales fundamentan sus pretensiones o su 
defensa y las pruebas que al efecto pretenden hacer valer. En cuanto a la prueba del nexo de 
causalidad entre la falla del servicio médico asistencial y el daño, establecer el primero de los 
elementos equivale a llegar a la certeza de que la actuación de la entidad oficial –falla del servicio- 
constituyó la causa adecuada o eficiente del daño que la víctima busca le sea reparado.  
 
Al respecto, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha sido constante en señalar, salvo contadas 
excepciones, que el deber de acreditar el vínculo causal está a cargo de la parte demandante. Sin 
embargo, cuando no se cuenta con tal prueba directa respecto de la causalidad de la falla del 
servicio médico asistencial con el daño alegado o cuando aquella no le ofrece al juez un grado 
pleno de certeza, la jurisprudencia contencioso administrativa ha recurrido también a un 
aligeramiento de la carga probatoria al respecto y ha empleado medios probatorios indirectos. 
Dicha tendencia se mantuvo sin mayor novedad hasta el año 1995, oportunidad en la cual el 
aligeramiento de la carga probatoria del nexo causal se extremó a tal punto, que se indicó que lo 
que procedía era en realidad establecer una presunción de causalidad adecuada a favor de la 
víctima y que la misma sólo podía ser desvirtuada en tanto la parte demandada acreditara una 
causa fortuita; sin embargo, también se afirmó que “la prueba de la  diligencia para destruir dicha 
presunción no es otra cosa distinta que  la demostración de que al paciente se le otorgó una 
atención adecuada en las mejores condiciones permitidas por el servicio”, es decir, se le exigió al 
demandado acreditar la inexistencia de una falla del servicio, lo cual no desvirtúa el nexo causal, 
en tanto que la ausencia del mismo solo acredita mediante la existencia de una causa extraña –
hecho exclusivo y determinante de un tercero o de la propia víctima y fuerza mayor-. Tal posición 
se reiteró en contadas oportunidades, pero fue finalmente desechada por improcedente, toda vez 
que además de contradictoria, configuraba un régimen más gravoso para la demandada que el 
objetivo, en el cual, si bien no se analiza la ilicitud de la conducta de la Administración, siempre se 
exige la presencia contundente del nexo causal entre aquella y el daño.  
 
(…) 
 
Posteriormente, en sentencia del 3 de mayo de 1996, se señaló –sin invertir la carga de la prueba 
del demandante- que dada la complejidad de los asuntos científicos y técnicos que entraña la 
materia médica o por la carencia de elementos probatorios directos que permitan establecer la 
relación de causalidad entre la falla del servicio médico y el daño, se podía acudir a la noción de 
“causalidad probable”, pero sí y solo sí el grado de dificultad probatoria para el actor es tal, que 
impida demostrar la certeza plena de su existencia. Posteriormente y de manera más explícita, se 
ha precisado que la exigencia de “un grado suficiente de probabilidad” no implica la exoneración 
del deber de la parte actora de establecer la existencia del vínculo causal entre el daño y la 
actuación médica que hiciera posible atribuir a la entidad pública prestadora del servicio médico el 
daño padecido por la víctima, sino que ésta era una regla de prueba, con fundamento en la cual 
el vínculo causal podía ser acreditado de manera indirecta, mediante indicios. Con base en la 
evolución jurisprudencial edificada en relación con la responsabilidad médica es dable concluir que 
su fundamento encuentra sustento en la falla probada del servicio, en la que deben estar 
acreditados todos los elementos de la responsabilidad como son (i) el daño (ii) la falla del servicio 
y (iii) el nexo de causalidad, sin que haya lugar a presumirlos. En síntesis, la responsabilidad 
médica debe estudiarse bajo la óptica de la falla probada en la cual deben estar acreditados todos 
los elementos que la configuran, trabajo en el que cobran especial trascendencia los indicios.  

 
(…)  
 
“(E)l análisis que se debe efectuar en este tipo de casos para deducir la responsabilidad médica 
es ex ante, es decir, el papel de juzgador no consiste en evaluar al paciente cuando el daño 
ya ha ocurrido, tratando de reconstruir hacia atrás su evolución en forma inversa a como 
acaecieron los hechos, sino que debe ponerse en el momento en el cual el médico debió 
tomar la decisión con fundamento en el cuadro del enfermo –lo cual no es posible en este 
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caso por la ausencia de la historia clínica- y determinar cuáles eran los elementos con que 
contaba el profesional de la salud. En otras palabras, el Juez debe estudiar si la acción 
médica realizada encuadra dentro de los parámetros adecuados para el momento exacto 
del tratamiento. Entonces, a pesar de no existir diagnóstico alguno por parte de la Clínica Rafael 
Uribe Uribe, lo cierto es que el escaso material probatorio no permite inferir que en ese primer 
momento la causa de la ictericia hubiere sido la diverticulitis –causa de la muerte del paciente-, 
puesto que esa manifestación física es simplemente un síntoma que pueda ser causado por 
diversas enfermedades”9(Negrilla y subraya fuera de texto). 

 
En este contexto, y de lo acreditado en el proceso, se advierte que la imputación del hecho dañino 
concebida en la demanda es huérfana de pruebas pertinentes y conducentes que la acredite, ya que 
científicamente no existe medio de convicción en el proceso que fundamente la hipótesis expuesta 
por la parte actora, esto es, que ciertamente la infección que adquirió la actora se surtió con ocasión 
a la atención médica y procedimientos practicados por parte del Hospital Universitario La Samaritana 
- Girardot, máxime cuando del acervo probatorio que se pone de presente en defensa de los intereses 
jurídicos de mi mandante, se establece claramente que los procedimientos practicados a la paciente 
y actora, se ajustaron a los parámetros propios al tipo de lesión que la misma presentaba al momento 
de los hechos que iniciaron desde los traumas mismos que se produjeron al momento del accidente 
donde la actora adquirió las lesiones que de manera diligente e inmediata, fueron tratadas por los galenos 
de la institución hospitalaria que represento. 
 
Por lo anterior, la imputación de responsabilidad endilgada a mi mandante por parte de la defensa del extremo 
activo, está simplemente asociada al resultado final y desafortunado desenlace que presentó finalmente su 
prodigada, relevándose entonces durante su construcción argumentativa y probatoria, de establecer con 
precisión el verdadero nexo causal entre la atención medica prestada por mi mandante y dicho resultado 
desafortunado.   

 
3.- EXCEPCIONES. 

 
CON EL CARÁCTER DE PREVIA: 

 
3.1.- Falta de legitimación material en la causa por pasiva de la E.S.E. Hospital Universitario de La 
Samaritana. 
 
El numeral 6º del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011 “por la cual se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”:  

 
“Artículo 180. Audiencia inicial. Vencido el término de traslado de la demanda o de la de recon-
vención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una audiencia que se sujetará 
a las siguientes reglas: 
 
(…) 
 
6. Decisión de excepciones previas. El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición de 
parte, resolverá sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, 
conciliación, falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva” (Destacado fuera de texto). 
 

La legitimación en la causa (legitimatio ad causam), entendida por la doctrina como la aptitud para obrar o 
contradecir, se refiere a la posición que tienen los sujetos en la situación fáctica de la que surge la 

 
9
 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de 28 de abril de 2010, Exp. No. 76001-23-25-000-1997-04474-01(20087), C.P. 

(E) Dr.  Mauricio Fajardo Gómez.  
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controversia que se plantea en el proceso, de la cual, según la ley, se desprenden o no derechos u 
obligaciones10.  
 
La aptitud procesal, a su vez, ha sido identificada como de hecho o formal y material, siendo la primera de 
ellas aquella relación que se establece entre el demandante y el demandado por intermedio de la pretensión 
procesal, es decir, la relación jurídica nacida de la atribución de una conducta en la demanda, y de la 
notificación de ésta al demandado11; la segunda, supone la conexión entre las partes y los hechos 
constitutivos del litigio, bien sea porque resultaron perjudicadas o porque dieron lugar a la producción del 
daño, aludiendo en todo caso a la participación real en el hecho origen de la formulación de la demanda12. 
La Sección Tercera, Subsección “B” del Consejo de Estado, en sentencia de 14 de octubre de 2015, con 
ponencia del doctor Danilo Rojas Betancourth, dentro del proceso radicado bajo el número 25000-23-26-
000-2002-01209-02(31169), promovido por Luz Stella Barrera Martínez y otros, contra el Ministerio de 
Justicia y del Derecho y otros, explicó que: 
 

“Aunque, en términos generales, la legitimación en la causa se refiere a “la calidad que tiene una 
persona para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de la 
relación jurídica sustancial (…)”, esta Corporación ha señalado que es posible diferenciar entre la 
legitimación de hecho y la legitimación material en la causa. 
 
La primera se refiere a la relación procesal que se establece entre el demandante y el demandado 
por intermedio de la pretensión procesal, es decir, se trata de una relación jurídica nacida de la 
atribución de una conducta en la demanda y de la notificación del libelo inicial al 
demandado, “de manera que quien cita a otro y le endilga la conducta, actuación u omisión 
que dan lugar a que se incoe la acción, está legitimado de hecho por activa y aquél a quien 
se cita y se le atribuye la referida acción u omisión, resulta legitimado de hecho y por pasiva, 
después de la notificación del auto admisorio de la demanda”.  
 
Por su parte, la legitimación material en la causa alude a la participación real de las personas 
en el hecho que origina la presentación de la demanda, independientemente de que dichas 
personas no hayan demandado o que hayan sido demandadas. De ahí que la Sala haya indicado 
que la falta de legitimación material en la causa por activa o por pasiva no impide al fallador 
pronunciarse de fondo sobre el petitum de la demanda, comoquiera que la aludida 
legitimación constituye un elemento de la pretensión y no de la acción, en la medida en que 
se trata de:  
 
(…) una condición propia del derecho sustancial y no una condición procesal que, cuando no se 
dirige correctamente contra el demandado, constituye razón suficiente para decidir el proceso 
adversamente a los intereses del demandante, por no encontrarse demostrada la imputación del 
daño a la parte demandada.  
 

 
10 Consejo de Estado, Sentencia de 23 de abril de 2008, Exp. No. 73001-23-31-000-1997-05031-01(16271), C.P. Dra. Ruth Stella 

Correa Palacio. “Es decir, tener legitimación en la causa consiste en ser la persona que, de conformidad con la ley sustancial, se 

encuentra autorizada para intervenir en el proceso y formular o contradecir las pretensiones contenidas en la demanda por ser 

sujeto activo o pasivo de la relación jurídica sustancial debatida objeto de la decisión del Juez, en el supuesto de que aquélla 

exista”. BD 

11 Consejo de Estado, Sentencia de 28 de abril de 2011, Exp. No. 52001-23-31-000-1997-08625-01(19753), C.P. Dr. Mauricio 

Fajardo Gómez “Así pues, toda vez que la legitimación en la causa de hecho alude a la relación procesal existente entre deman-

dante -legitimado en la causa de hecho por activa- y demandado -legitimado en la causa de hecho por pasiva- y nacida con la presen-

tación de la demanda y con la notificación del auto admisorio de la misma a quien asumirá la posición de demandado, dicha 

vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a los sujetos litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para 

ejercer sus derechos de defensa y de contradicción”. (Negrillas adicionales). 
12 Consejo de Estado, sentencia de 14 de marzo de 2012, Exp. No. 05001-23-25-000-1994-02074-01(21859), C.P. Dr. Enrique Gil 

Botero “Por consiguiente, la legitimación material en la causa alude a la participación real de las personas en el hecho que 

origina la presentación de la demanda, independientemente de que éstas no hayan demandado o que hubieren sido demandadas. 

De allí que la falta de legitimación material en la causa, por activa o por pasiva, no enerve la pretensión procesal en su contenido, 

como sí lo hace una excepción de fondo.” (Resaltado de la Sala).  
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Por consiguiente, el análisis sobre la legitimación material en la causa se contrae a dilucidar si existe, 
o no, relación real de la parte demandada o de la demandante con la pretensión que ésta fórmula  o 
la defensa que aquella realiza, pues bien puede suceder que una persona, natural o jurídica, esté 
legitimada en la causa de hecho por ser parte dentro del proceso, pero carezca de legitimación en la 
causa material debido a que no es titular de los derechos cuya vulneración alega o a que ninguna 
actuación o conducta suya guarda relación o conexión con los hechos que motivan el litigio.  En 
estos eventos, las pretensiones formuladas estarán llamadas a fracasar puesto que el demandante 
carecería de un interés jurídico perjudicado y susceptible de ser resarcido o el demandado no sería 
el llamado a reparar los perjuicios ocasionados a los actores.” (Resaltado fuera del texto original). 
 

De lo aquí expuesto, resulta apenas claro que para el presente asunto no se puede predicar la 
configuración una falla del servicio imputable a la E.S.E. Hospital Universitario de La Samaritana, 
pues la génesis del perjuicio que se alega con la demanda no provino de la acción u omisión o generación 
de un riesgo imputable a mi prohijada; de suerte entonces que para el caso de marras se echa de menos 
una relación sustancial entre los demandantes, el Hospital y el interés legal perseguido en el juicio, 
pues más allá de las alegaciones hechas de un daño probado, cierto es que no se encuentra debidamente 
acreditado para el sub examine una participación real–consustancial de la Institución que represento 
en el hecho que origina la afectación a los bienes jurídicos de quienes accionan. 
 
Se ha sostenido por la jurisprudencia nacional: 
 

“(…) En todo proceso el juzgador, al enfrentarse al dictado de la sentencia, primeramente 
deberá analizar el aspecto relacionado con la legitimación para obrar, esto es, despejar si el 
demandante presenta la calidad con que dice obrar y si el demandado, conforme a la ley sus-
tancial, es el llamado a enfrentar y responder eventualmente por lo que se le enrostra (…)13” 
-Destacado fuera de texto-.  
 

Dicha construcción legal y jurisprudencial asociada al caso de marras, entorno a la ausencia de legitimidad 
en la causa por pasiva que debe abordarse y resolverse durante la audiencia inicial, tiene vocación de pros-
peridad, en razón a que dentro de la secuencia de hechos que originaron las lesiones de la actora para que 
recibiera atención medica dentro de la ESE Hospital Universitario La Samaritana, hubo distintos actores que 
incidieron realmente en las lesiones de la demandante, como por ejemplo el causante del accidente que 
refiere la parte actora y a su vez, luego de una secuencia de atenciones médicas e intervenciones, también 
distintos actores dentro del ámbito medico tomaron partido dentro de dicha secuencia de hechos que la 
actora pretende atribuir sin mayores soportes probatorios, como ya se vio, al Hospital Universitario La Sa-
maritana, quien contrario a los señalamientos infundados del extremo pasivo,  se limitó única y exclusiva-
mente a poner al servicio de la ahora demandante, la experiencia, idoneidad y diligencia médica por parte 
de los respectivos galenos.  
 
En estas condiciones, se ruega al Despacho declarar probada en la audiencia de que trata el artículo 180 de 
la Ley 1437 de 2011, la falta de legitimación material en la causa por pasiva de la E.S.E. Hospital Uni-
versitario de La Samaritana, por lo antes expuesto. 
 
3.2.- Caducidad. 
 
La caducidad es la sanción que consagra la ley por el no ejercicio oportuno del derecho de acción, en tanto 
al exceder los plazos preclusivos para acudir a la Jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda 
persona de solicitar que sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Las normas 
de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar en todo ordenamiento, en el 
sentido de impedir que situaciones permanezcan en el tiempo sin que sean definidas judicialmente14. 

 
13 Consejo de Estado, Sentencia de 28 de enero de 1994, Exp. No. 7091, C.P. Dr. Daniel Suárez Hernández. 
14 Consejo de Estado, Auto de 05 de septiembre de 2016, Exp. No. 05001233300020160058701 (57625), C.P. Dr. Jaime Orlando 

Santofimio Gamboa “2.2.- Conforme a la estructuración conceptual de nuestra legislación, la figura de la caducidad de la acción 

es de estricto orden público y de obligatorio cumplimiento, innegociable e irrenunciable en cuanto implica el reconocimiento 
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El literal i) del numeral 2º del artículo del 164 del CPACA., señala: 
 

“(…) 
 
Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada: 
 
(…) 
 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
 
(…) 
 
i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del 
término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción 
u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del 
mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la 
fecha de su ocurrencia” (Negrilla adicional). 

 
Como hecho generador del daño la parte actora señaló expresamente que el mismo consistió en “…Acci-
dente de Tránsito ocurrido el día 17 de Enero de 2014” (pretensión primera). 
 
Debe recordarse que la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, ha considerado de 
forma pacífica que el término de caducidad en controversias donde se discute la responsabilidad de 
la administración por la falla del servicio médico ha de computarse a partir del día siguiente a la 
ocurrencia del insuceso, que para este caso consistió en el accidente de tránsito ocurrido el día 17 
de enero de 2014, falencia que culminó dejando en la demandante, secuela permanente en su pierna 
derecha, por pérdida de hueso que afecta la movilidad normal.  
 
En sentencia de 19 de octubre de 2000, Exp. No. interno (12.228), el Tribunal de cierre de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativo, concluyó: 
 

“El término de caducidad empieza a correr a partir de la ocurrencia del hecho y no desde la 
cesación de sus efectos perjudiciales, como parecen entenderlo el a quo y la representante 
del Ministerio Público. Así, el hecho de que los efectos del daño se extiendan 
indefinidamente después de su consolidación no puede evitar que el término de caducidad 
comience a correr. Si ello fuera así, en los casos en que los perjuicios tuvieran carácter 
permanente, la acción no caducaría jamás. Así lo advirtió esta Sala en sentencia del 26 de abril 
de 1984, en la que se expresó, además, que la acción nace cuando se inicia la producción del 
daño o cuando éste se actualiza o se concreta, y cesa cuando vence el término indicado en 
la ley, aunque todavía subsistan sus efectos” (Énfasis nuestro).  

 
En un asunto de similares contornos el Consejo de Estado, concluyó: 
 

“La identificación de la época en que se configura el daño ha sido un tema problemático, toda vez 
que no todos los daños se constatan de la misma forma en relación con el tiempo; en efecto, 
hay algunos, cuya ocurrencia se verifica en un preciso momento, y otros, que se extienden y 
se prolongan en el tiempo. En relación con los últimos, vale la pena llamar la atención a la 

 
normativo de un término habilitador para el ejercicio de ciertas acciones judiciales. En esta perspectiva el legislador ha conside-

rado que la no materialización del término límite establecido para la correspondiente caducidad constituye otro de los presupuestos 

para el debido ejercicio de las acciones contencioso administrativas que estuvieren condicionadas para estos efectos por el ele-

mento temporal (…) De manera concreta, en relación con la caducidad del medio de control de reparación directa dispone el 

artículo 164.2 literal i) del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que “Cuando se pretenda 

la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de 

la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si 

fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia”. 
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frecuente confusión entre daño y perjuicio que se suele presentar. De ninguna manera, se 
puede identificar un daño que se proyecta en el tiempo como por ejemplo la fuga constante 
de una sustancia contaminante en un río, con los perjuicios que, en las más de las veces, se 
desarrollan e inclusive se amplían en el tiempo, como, por ejemplo, los efectos nocivos para 
la salud que esto puede producir en los pobladores ribereños.  
 
En desarrollo de esto, la doctrina ha diferenciado entre (1) daño instantáneo o inmediato; y (2) 
daño continuado o de tracto sucesivo; por el primero se entiende entonces, aquél que resulta 
susceptible de identificarse en un momento preciso de tiempo, y que si bien, produce per-
juicios que se pueden proyectar hacia el futuro, él como tal, existe únicamente en el mo-
mento en que se produce. 
 
(…) 
 
Cosa distinta es que, a partir del hallazgo de la fístula o de la perforación del colon, el estable-
cimiento clínico haya decidido hospitalizar a la paciente y someterla a múltiples procedi-
mientos médico quirúrgicos, con el ánimo de atender la patología y preservar su salud, pero 
la conclusión de tales prácticas o la eventualidad de un diagnóstico clínico no pueden, de 
manera alguna, condicionar la contabilización del término de caducidad, como equivocada-
mente lo entendió el Tribunal de primera instancia15” (Negrilla fuera de texto).  
 

Se tiene, en consecuencia, que para el sub judice se ha superado el término de caducidad del medio de 
control de reparación directa. Véase como el libelo introductorio da cuenta de la fecha exacta de ocurrencia 
del hecho 17 de enero de 2014 y, con fundamento en ello, aquí se aplica la norma jurídica que consagra el 
término de caducidad (literal i), del numeral 2º del artículo 164 del CPACA) y la jurisprudencia reiterada del 
Consejo de Estado que aquí se analiza, de acuerdo con la situación fáctica señalada por la parte 
demandante, como quiera que a la fecha de la presentación de la demanda ya había fenecido el término de 
dos (2) años con los que cuenta la parte actora para ejercer su derecho de acción. 

 
DE FONDO: 

 
3.3.- Inexistencia del nexo de causalidad. 
 
En materia de determinación causal, la jurisprudencia nacional ha utilizado como método para identificar la 
“causa” del daño, la teoría de la causalidad adecuada, según la cual sólo es causa del resultado aquella que 
es suficiente, idónea y adecuada para la producción del mismo, desechando por regla general la doctrina de 
la equivalencia de condiciones.  
 
Así lo señaló el Consejo de Estado en sentencia de 22 de junio de 2001, con ponencia del consejero Ricardo 
Hoyos Duque16: 
 

“…la realización de cualquier hecho es el resultado de una serie de causas. De acuerdo con la 
teoría de la equivalencia de las condiciones, todas esas causas son relevantes a efecto de definir 
la responsabilidad de los sujetos intervinientes. No obstante, esta perspectiva no es de recibo ya 
que da lugar decisiones absurdas e injustas, pues tanto interviene en un homicidio el que clava el 
puñal como quien fabricó el arma, pero condenar al segundo de un delito que no llegó siquiera a 
imaginar al realizar su labor es evidentemente injusto. 
 
Por eso, es claro que sólo alguna o algunas de las causas que intervienen en la realización del 
daño son jurídicamente relevantes. Para establecer cuál es la determinante en la producción del 
daño se han ideado varias teorías y aunque su validez no es absoluta pues con ninguna de éstas 

 
15 Consejo de Estado, Sentencia de 29 de enero de 2014, Exp. No. 76001-23-31-000-2002-02681-01(34283), C.P. Dr. Carlos Al-

berto Zambrano Barrera.    
16Consejo de Estado, Sentencia de 22 de junio de 2001, C.P. Dr. Ricardo Hoyos Duque, Exp. No. 13.625. 
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puede obtenerse la solución de todos los casos concretos, sí constituyen ayudas metodológicas 
importantes. 
 
La teoría de la causalidad adecuada es la de mayor acogida en la jurisprudencia, aunque se le 
critica que para aplicarla es necesario conocer previamente la causa relevante de la producción 
del daño. Según esta teoría, sólo los acontecimientos que normalmente producen un hecho 
pueden ser considerados como la causa del mismo. Por lo tanto, un comportamiento es el 
resultado de un daño, si al suprimirlo es imposible explicar el resultado jurídicamente relevante…” 
(Subraya fuera de texto).  
 

De lo anterior, descendiendo al caso de marras, es procedente destacar que la intervención quirúrgica 
efectuada a la paciente, no puede ni debe por sí sola, constituir un elemento determinante (causa relevante) 
para establecer que en razón a ello surgió la bacteria que trajo consigo el desenlace desafortunado hacia la 
demandante, razón por la cual para generar de forma concluyente responsabilidad alguna en cabeza de mi 
representada, la ESE Hospital Universitario La Samaritana, es improcedente apelar a la teoría de la 
causalidad, máxime, cuando las evidencias probatorias tan solo nos indican que los galenos de dicho 
Hospital tuvieron que realizar la respectiva cirugía que lógicamente conllevó a la existencia de una herida 
que aún con la rigurosidad de los protocolos de asepsia, no dejaban de generar un riesgo a la paciente, no 
solo dentro del hospital, sino fuera del mismo. 
 
Ahora, y como fuera sostenido en acápite precedente, que no se trajo con la demanda ningún medio de juicio 
que acreditara, siquiera sumariamente, una falla del servicio imputable a la E.S.E. Hospital Universitario de 
La Samaritana.  
 
Se rememora los alcances de la carga de la prueba precisada en la jurisprudencia contenciosa administrativa, 
la cual ilustra que le atañe a la parte demandante probar dentro del medio de control de reparación directa 
los requisitos configurativos de la responsabilidad y los fundamentos de hecho de la demanda como noción 
procesal que se basa en el principio de autorresponsabilidad de las partes y como requerimiento de conducta 
procesal facultativa predicable de todo aquél a quien le interesa sacar avante sus pretensiones y evitar una 
decisión desfavorable. 
 
El asunto, entonces, carece de medios cognitivos pertinentes y suficientes que identifiquen con verosimilitud 
que hubo un inadecuado diagnóstico o tratamiento por parte de mí representada, o que se omitió un protocolo 
para establecerlo, y que, por ese evento en particular, se deterioró el estado de salud de la señora Cruz Diaz. 
 
Para el caso concreto, es necesario referir las siguientes circunstancias que además de encontrarse 
probadas, alejan cualquier tipo de responsabilidad inherente a mi representada, tornando inviable la 
aplicabilidad en este caso, de la teoría de la causalidad al no existir una causa relevante que comprometa 
directamente el actuar u omisión de la ESE Hospital Universitario La Samaritana: 
 
Se trata de una paciente adulta, con diagnóstico de fractura abierta grado IIIA, que de entrada por el diag-
nóstico ya tiene un riesgo de infección cercano al 20%. En quien se tomaron todas las medidas tendientes a 
mitigar dicho riesgo, como fueron, antibiótico terapia temprana, lavado y desbridamiento quirúrgico, estabili-
zación de la fractura, lavados repetitivos y manejo definitivo de la fractura cuando el estado clínico lo permitió. 
 
La causa de la infección y posteriores secuelas presentadas en hueso, no fue el manejo médico, ni la aten-
ción dada, sino la fractura en sí misma. ya que la fractura abierta por si misma al exponerse el hueso al 
exterior ya está contaminada con material externo y por el contrario la descripción de la cirugía habla de que 
estaba muy contaminada. 
 
Se considera que se tomaron todas las medidas descritas por la literatura, para mitigar la infección, como 
fueron el lavado, el antibiótico, los lavados posteriores, la fijación del foco de fractura con el tutor, es decir, 
se agotó la obligación de medios por parte de mi representada. 
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Se reitera que a la paciente en la E.S.E. Hospital Universitario de La Samaritana - Girardot, se le hicieron un 
total de 5 lavados quirúrgicos y es casi imposible que haya quedado todo el material descrito en este hecho. 
  
A folio 48 descripción quirúrgica del 17 de enero de 2014, se describe abundante material contaminante 
y lavado con 10 litros de solución salina normal. 
 
En la siguiente cirugía a folio 49 del 20 de enero de 2014, se describe lavado con 4 litros con desbridamiento. 
curetaje y secuestrectomía, que consiste en lavar y limpiar exhaustivamente quitando todo el material 
desvitalizado, raspando las superficies y quitando todo material que pueda causar contaminación. Es 
de aclarar que a pesar de los múltiples lavados en la medida en que el organismo va reaccionando a la 
infección y a la inflamación se puede continuar generando tejidos desvitalizados, por lo cual siempre está 
indicado en estos casos realizar múltiples lavados. 
   
El tercer lavado fue el 23 de enero (fl. 51) l con 3,5 litros, se encuentra pus. 
 
En la siguiente del 26 de enero de 2014 (fl. 52) lavado con 3000 c.c., se resalta en esta descripción que 
el líquido queda claro, es decir, no se detectaba en este ningún tipo de elemento como los que se 
describen el hecho. 
 
El 31 de enero nuevamente desbridamiento, retiro de tejidos no viables. 
 
Asimismo, es importante recalcar que a la paciente en la E.S.E. Hospital Universitario de La Samaritana – 
Girardot, el 20 de enero y del 23 de enero también se identificó la batería ENTEROBACTER CLOACAE, la 
cual era secundaria a la misma contaminación en el momento de fracturarse, pero en los controles de 
cultivos del 28 de enero (fl. 117), posterior a los tratamientos antibióticos ya no estaba la bacteria, ya 
se había erradicado y es por eso que se procedió a poner el material de osteosíntesis (fl. 40).  
 
A continuación, me permito relacionar algunos apartes de la literatura médica y el tratamiento brindado a la 
paciente: 
 

“1. El porcentaje de infección en las fracturas abierta varía desde el 1 hasta el 16% según la litera-
tura médica. 
 
Hay estudios que reportan incluso porcentajes mayores al 20% de infecciones aun cuando se 
tomen las medidas quirúrgicas y medicas adecuadas (J Orthop.2015 feb 21;12(suppl 1) S7-S13)”. 

 
En la fractura abierta el hueso queda expuesto al medio ambiente y generalmente se contamina por este, es 
por ello previsible que pueda haber infecciones y es por ello que los principales tratamientos estén 
encaminados a mitigar la infección con lavados exhaustivos y antibióticos tal como en efecto lo hizo mi 
prohijada. 
 

“2. El tratamiento antibiótico de las fracturas abiertas ha permitido reducir la tasa de infección pos-
quirúrgica y se considera el estándar de tratamiento en la actualidad. 

 
Es con el tratamiento expuesto con antibióticos como se logran disminuir las infecciones y como se puede 
ver estos se colocaron desde el ingreso (ver folio 95 de ordenes médicas) se inició cafazolina y amikacina. 
   
Se ha establecido que las fracturas abiertas deben desbridarse antes de 6 horas y parece lógico que cuanto 
antes se elimine la carga bacteriana y menos tiempo tengan los microbios para colonizar áreas vecinas 
menor será la tasa de infección. 
 
Al respect se debe precisar que la paciente ingresó a las 11:37 a.m. (fl. 14) y la primera cirugía de limpieza 
inició a las 16:30 (fl. 48). 
 

http://www.hus.org.co/


                                              
 

                                                                                                 
                Página 16 de 17 

   
 

 
                                                                                                                        Carrera 8 No. 0 – 29 Sur. Tels. 4077075 

                                                                                                                 www.hus.org.co 
                                                                                                                          “Humanización con sensibilidad social” 

 

En muchas ocasiones el desbridamiento inicial no consigue su objetivo de eliminar todos los tejidos no viables 
y son necesarios desbridamientos sucesivos. El objetivo final es obtener una extremidad en el que todos los 
tejidos estén correctamente vascularizados. 
 
Al respecto, se indica nuevamente que a la paciente se le realizaron un total de 5 lavados incluyendo la 
última cirugía donde se colocó el material de osteosíntesis (clavos, tornillos, platinas para fijar la fractura), 
hasta tenerla totalmente limpia.  
 

“La estabilización de las fracturas abiertas es básica y debe realizarse como tratamiento inicial con 
el desbridamiento. La estabilización de la fractura limita el movimiento en el foco, disminuye el riesgo 
de diseminación de las bacterias (Revista española de cirugía ortopédica y traumatológica. 
2010;54(6):399–41)” 

 
Estabilizar la fractura es fijarla provisionalmente para que no tenga movilidad con un material metálico 
llamado tutor, para después fijarla definitivamente con el material de osteosíntesis, lo cual disminuye también 
el riesgo de progresión de las bacterias, esto también se realizó y se evidencia en la descripción quirúrgica 
de la primera cirugía donde aparte de realizar limpieza colocan tutor externo tal como aparece a folio 48. 
 

“Cuando el antibiótico se administra en las 3 horas que sigue a la lesión se logra reducir el riesgo de 
infección hasta en un 59 %. evidencia (IA)” 

 
Según lo registrado en el folio 165, el antibiótico fue colocado a la 1:30 p.m., hay que recordar que la paciente 
ingresó a las 11:37 y llevaba 1 hora del accidente, es decir, esta indicación también fue debídamente cumplida 
por mi prohijada.  
 
Por lo antes razonado no se puede predicar una falla del servicio médico imputable a la E.S.E. Hospital 
Universitario de La Samaritana. 
 
3.4. Genérica: Cualquiera que resulte probada en el decurso del proceso. 
 

4.- PETICIÓN ESPECIAL. 
 

Solicito respetuosamente al Despacho, de conformidad con lo antes razonado, declarar probadas las excep-
ciones propuestas y, por consiguiente, excluir del debate procesal a la E.S.E. Hospital Universitario de 
La Samaritana. 
 

5.- PRUEBAS. 
 

Ruego al Honorable Despacho se decreten, practiquen y tengan como pruebas las siguientes: 
 
5.1.- Documentales. 
 

• Copia completa, transcrita, íntegra y legible de la Historia Clínica perteneciente la señora Clara Stella 
Cruz Diaz 

 
5.2.- Testimonial. 
 
Se decrete el testimonio de los médicos HAMILTON CASTLE RAMIREZ, LUIS FRANCISCO RESTREPO, 
EDGAR RAMIREZ MOLINA, GABRIEL FERNANDEZ BONILLA, JORGE BARON GUTIERREZ, 
profesionales de la salud que, por la atención médica prestada a la señora Clara Stella Cruz Diaz, depondrán 
sobre el cuadro clínico con que entró dicho paciente a las instalaciones de la E.S.E. Hospital Universitario de 
La Samaritana y el manejo médico instaurado. 
 

6.- ANEXOS. 
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• Poder conferido al suscrito apoderado. 
 

• Documentos que acreditan la representación legal de la E.S.E. Hospital Universitario de La Samari-
tana. 

 

• Documental referida en el acápite de pruebas. 
 

7.- NOTIFICACIONES. 
 

• El Gerente de la E.S.E. Hospital Universitario de La Samaritana, en la carrera 8ª No. 0-29 Sur de la 
ciudad de Bogotá D.C.  

 

• Buzón de notificaciones judiciales de la E.S.E. Hospital Universitario de La Samaritana: notificacio-
nes@hus.org.co. 

 

• Al correo institucional del suscrito: abh.procesosjudiciales@gmail.com; 
 

• Al abonado telefónico 4077075 – ext. Nos. 10713, 10719 y 3006480037. 
 
De su señoría con toda deferencia, 
 
 
 
____________________________ 
LUIS FELIPE ARAQUE BARAJAS 
C.C. No. 7.184.032 de Tunja  
T.P. No. 169.333 del C.S. de la J. 
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